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Prólogo

Este texto es la versión reducida del 
«Manifiesto por un nuevo inter-
nacionalismo de los pueblos en 
Europa» publicado el 21 de marzo 
de 2019 en inglés, francés y caste-
llano. 

Este Manifiesto ha sido elaborado 
por un colectivo de activistas e 
investigadores de una docena de 
países europeos cuya voluntad es 
la de proponer un plan que pudiese 
ser implementado por fuerzas de 
la izquierda popular. Forma parte 
del proyecto «ReCommonsEurope» 
iniciado por dos redes interna-
cionales, CADTM y EReNSEP, así 
como por el sindicato vasco ELA, 
con el fin de contribuir a los debates 
estratégicos que atraviesan a la Iz-
quierda popular en la Europa ac-
tual. El texto fue escrito en un año 
por dieciséis personas activas en 
seis países diferentes (Bélgica, Bos-
nia, Estado español, Francia, Grecia 
y Gran Bretaña), activistas de dife-
rentes organizaciones y movimien-

tos (sindicatos, partidos políticos, 
movimientos de activistas) y con 
conocimientos diversos y com–
plementarios (economía, ciencias 
políticas, filosofía, antropología, de-
recho, ecología, sindicalismo, femi-
nismo, solidaridad Norte/Sur, etc.). 
Están representadas tres genera-
ciones. El Manifiesto cuenta con el 
apoyo de más de 160 firmantes de 
21 países europeos. De estas y es-
tos 160 firmantes, la mayoría son 
mujeres. La recogida de firmas, así 
como la reflexión y elaboración co-
lectivas de las que ha surgido este 
Manifiesto, continúan.

Hemos elaborado una propuesta 
coherente sobre los compromisos, 
iniciativas y medidas que deben 
adoptar las fuerzas populares de iz-
quierda en Europa. Las propuestas 
abordan los principales problemas 
a los que tendrá que hacer frente un 
gobierno popular tan pronto como 
llegue al poder. El Manifiesto está 
dirigido a organizaciones políticas 
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y movimientos sociales (sindicatos, 
asociaciones, ciudadanos) que lu-
chen a nivel local, nacional e inter-
nacional por los derechos humanos 
fundamentales y la igualdad para 
todas y todos, por la emancipación 
social y la democracia, y contra la 
destrucción de los ecosistemas.

Nuestro objetivo es el de someter 
estos análisis y propuestas al debate 
de la izquierda social y política, así 
como de todos las y los activistas 
y ciudadanos de Europa que están 
convencidas y convencidos de que 
es necesario un cambio radical si 
queremos hacer frente a los grandes 
retos del momento. Europa atra-

viesa una crisis importante y pro-
longada. La Unión Europea sigue 
construyéndose de forma antide-
mocrática y al servicio de los más 
ricos. En los últimos años se han 
perdido varias oportunidades, es-
pecialmente en 2015 en Grecia. La 
crisis ecológica, las violentas políti-
cas de austeridad, el peligro que re-
presenta el ascenso de una extrema 
derecha racista y xenófoba hacen 
que sea aún más urgente definir una 
estrategia que combine la autoorga-
nización, los movimientos sociales 
y las organizaciones políticas, con el 
fin de poner la política al servicio de 
la mayoría.
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INTRO-
DUCcIóN

Desde hace una década, la 
ira popular se ha ido expre-
sando en Europa contra las 

políticas que sirven a las empresas 
más grandes y más ricas, así como 
contra las medidas discriminatorias 
y antidemocráticas implementa-
das por los gobiernos nacionales, a 
menudo coordinadas por la Unión 
Europea (UE). Este descontento 
se ha reflejado en iniciativas sin-
dicales, pero también en nuevos 
movimientos como el «15-M» en el 
Estado español (también llamado 
movimiento de los “Indignados» en 
el extranjero), la ocupación de pla-
zas en Grecia y las masivas manifes-
taciones en Portugal en 2011, los mo-
vimientos contra la reforma  laboral 
en Francia (creador del movimiento 
«Nuit Debout «) y contra el im-
puesto sobre el agua en Irlanda en 
2016, las grandes manifestaciones 
a favor de la autonomía y contra la 
represión política en Cataluña en 
2017. Las luchas feministas han dado 

lugar a movilizaciones históricas en 
Polonia («Czarny Protest» contra la 
ley antiaborto en 2017), Italia («Non 
Una di Meno» desde 2016), en el Es-
tado español (con una huelga femi-
nista de 5 millones de mujeres el 8 
de marzo de 2018), así como a una 
victoria contra la influencia política 
de la Iglesia Católica en Irlanda con 
la legalización del aborto por refe-
réndum en mayo de 2018, y están 
imponiendo finalmente su centrali-
dad en todas las luchas sociales. El 
año 2018 fue testigo del surgimiento 
de nuevas movilizaciones sociales 
contra el orden económico y polí-
tico dominante, con, por ejemplo, el 
movimiento contra la «ley de la es-
clavitud» (una reforma neoliberal de 
la legislación laboral) en Hungría, y 
el crecimiento del movimiento  an-
tirracista llamado «Indivisible» en 
Alemania, y en Francia y la Bélgica 
francófona, el movimiento de los 
Chalecos Amarillos, que se opone 
especialmente a las políticas fiscales 
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injustas y a la falta de democracia en 
las instituciones políticas. Sin olvi-
dar también de las manifestaciones 
ecologistas por el clima, organiza-
das por jóvenes que han llamado a 
la huelga en muchos países como 
Suecia, Dinamarca, Suiza, Bélgica, 
Francia y Gran Bretaña. Todos estos 
y muchos otros movimientos, han 
desafiado la austeridad y la orien-
tación autoritaria de las políticas 
en Europa, planteando, directa o 
indirectamente, la necesidad de un 
proyecto de sociedad radicalmente 
alternativo al capitalismo, al pro-
ductivismo, al saqueo ecológico, al 
racismo y al patriarcado. Este Mani-
fiesto se inscribe en estos movimien-
tos y comparte sus objetivos: la lu-
cha contra todas las opresiones, por 
los derechos de todas y todos, por la 
igualdad y por la invención de una 
democracia que no se detenga en las 
puertas de las empresas y de los bar-
rios obreros, y que sea radicalmente 
antinómica con la lógica capitalista 
(ya pretenda ser «proteccionista» 
y, por lo tanto, contra los «extranje-
ros», o «liberal») que destruye tanto 

los derechos sociales como el medio 
ambiente.  

Estos movimientos sociales son 
inseparables de la situación de 
emergencia social, ecológica, de-
mocrática, feminista y solidaria. 
Una emergencia social porque las 
condiciones de vida y de trabajo de 
las clases trabajadoras en Europa se 
han deteriorado de forma constante 
en los últimos treinta años, y de 
forma más acelerada desde la crisis 
que golpeó al continente en 2008-
2009. Una emergencia ecológica 
porque el consumo exponencial de 
combustibles fósiles que requiere el 
capitalismo y la relativa destrucción 
de los ecosistemas, amenazan la 
existencia misma de la humanidad. 
Emergencia democrática porque las 
clases dominantes no han dudado 
en adoptar en los últimos treinta 
años métodos de dominación cada 
vez menos preocupados por man-
tener las apariencias democráti-
cas y cada vez más coercitivos, en 
respuesta a los desafíos a los que 
se han enfrentado. Urgencia femi-
nista porque la opresión patriarcal 
en sus diversas formas está provo-
cando reacciones de rechazo cada 
vez más masivas proclamadas alto 
y claro por millones de mujeres y 
hombres. Por último, existe una 
necesidad emergencia de solida-
ridad, porque el cierre de las fron-
teras y la construcción de muros 
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en respuesta a los millones de per-
sonas migrantes en todo el mundo 
que huyen de la guerra, la pobreza, 
los desastres ambientales o los regí-
menes autoritarios, no constituyen 
más que una negación de la hu-
manidad. Cada una de estas emer-
gencias conduce, como respuesta, 
a que existan movilizaciones de 
desobediencia, autoorganización y 
construcción de alternativas, todas 
ellas posibles fuentes de alternati-
vas democráticas en Europa.

En este Manifiesto, nuestra re-
flexión y nuestra voluntad de actuar 
están enraizadas en estas movili-
zaciones a escala europea, pero sin 
encerrarnos en las fronteras e insti-
tuciones existentes: todos los retos 
y derechos mencionados tienen una 
dimensión global, declinándose en 
cada país y en cada continente, con 
sus propias especificidades e his-
torias. Los ataques sociales se arti-
culan de lo local a lo global a través 
de las estrategias de las corpora-
ciones multinacionales y sus gru-
pos de interés dentro de los estados 
e instituciones de la globalización 
capitalista, basadas en las normas 
del llamado «libre comercio». De 
hecho, es esta lógica la que rige las 
«acuerdos de asociación» profun-
damente desiguales que la UE está 
desarrollando con los países del sur 
y del este de la zona europea.

Las instituciones europeas desem-
peñan un papel esencial en la elabo-
ración, la organización y la coordi-
nación de las políticas neoliberales 
a nivel internacional. Alientan y a 
veces obligan a los gobiernos na-
cionales a acelerar en cada país los 
procesos de bajada de salarios y 
pensiones, el desmantelamiento de 
los derechos laborales y sociales, la 
privatización de los servicios públi-
cos, etc. Es evidente que las polí-
ticas neoliberales no son dictadas 
únicamente por las instituciones 
europeas –de hecho, los países que 
no forman parte de la UE también 
las aplican–, pero es cierto que los 
tratados y las instituciones son 
un poderoso instrumento para fo-
mentarlas y hacerlas cumplir. Sean 
cuales sean las interpretaciones que 
se puedan hacer de las fases pasadas 
del proceso de «integración euro-
pea», es evidente que la UE siempre 

Las instituciones europeas 
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ha sido un conjunto de instituciones 
pro-capitalistas, y que desde el 
Tratado de Roma se ha construido 
como un gran mercado de capitales 
y una «competencia libre y sin dis-
torsiones», protegida de la inter-
vención popular y democrática. 
Pero su reciente evolución ha ra-
dicalizado esta naturaleza desigual 
y autoritaria de las políticas euro-
peas. Este último período se carac-
teriza por un aumento considerable 
de las desigualdades económicas y 
sociales, tanto dentro de cada país 
como entre el centro y las periferias 
internas y externas (sur y este) de la 
UE; también se caracteriza por un 
agravamiento de la crisis ecológica: 
el cambio climático y las denomi-
nadas catástrofes naturales, provo-
cadas por la destrucción de los eco-
sistemas, que se observan de forma 
intensa y continua. Sin embargo, las 
instituciones europeas prefieren 
sistemáticamente salvaguardar la 
existencia del capitalismo antes que 
la existencia de la humanidad.

La respuesta de la mayoría de los 
gobiernos a los crecientes movi-
mientos de protesta consiste en au-
mentar el nivel de represión estatal: 
se amenaza a opositores sociales 
y políticos en Grecia, en Francia 
y Bélgica se suceden las leyes li-
berticidas y la violencia policial se 
multiplica, se criminaliza a las y 
los activistas de los movimientos 
por la acogida y la solidaridad con 
los inmigrantes, etc. Las fuerzas de 
extrema derecha, xenófobas y auto-
ritarias están avanzando de forma 
significativa hasta el punto de parti-
cipar en gobiernos europeos (como 
por ejemplo en Italia), o de marcar 
la agenda política de los gobiernos 
de «extremo centro « (como es el 
caso en Francia). Las instituciones 
europeas, por su parte, nunca 
habían estado protegiendo tan acti-
vamente los intereses capitalistas y 
nunca han estado tan cerradas ante 
cualquier intervención de la volun-
tad popular y la elección democrá-
tica como en estos últimos años. 
En Grecia, respondieron con una 
política de asfixia monetaria (ago-
tamiento de la liquidez del Estado) 
ante la victoria electoral de Syriza 
en enero de 2015 y luego, tras la vic-
toria del «NO» en el referéndum de 
julio de 2015, continuaron las ne-
gociaciones a puerta cerrada con el 
mismo Gobierno en vistas a neutra-
lizar la voluntad popular e imponer, 
con la ayuda del Gobierno griego, 
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un tercer memorando austeritario. 
Con los acuerdos sobre políticas 
migratorias firmados entre la UE 
y terceros países, como el acuerdo 
con Turquía de abril de 2016, estas 
instituciones se han sumado a la in-
justicia del Reglamento Dublín III y 
a la violencia de Frontex (la agencia 
para la represión de los inmigrantes 
en las fronteras de la UE), a la vio-
lación sistemática del derecho in-
ternacional, en especial el derecho 
al refugio, y a la financiación directa 
de una política represiva externali-
zada a terceros países. Hoy en día, 
los proyectos dominantes para la 
«reforma» de la UE son militaristas 
(aumento del presupuesto de Eu-
roforce), antidemocráticos (control 
europeo automático de los presu-
puestos nacionales) e incluso aún 
más neoliberales (proyectos para 
la privatización generalizada de los 
servicios públicos). Para esta UE, 
más que nunca, «no puede haber 
una opción democrática contra los 
tratados europeos», como afirmó 
el presidente de la Comisión Euro-
pea, Jean-Claude Juncker, en 2015, 
desde el punto de vista de las insti-
tuciones europeas.

Frente a esta construcción pro-ca-
pitalista, antidemocrática y xenó-
foba que representa la UE, ¿qué 
podemos hacer? Una reforma a es-
cala europea por la vía electoral no 
es una opción realista. Una (muy) 

hipotética mayoría de una coalición 
de la izquierda popular en el Parla-
mento Europeo no bastaría para im-
poner un cambio en los principales 
tratados y control democrático de 
la Comisión Europea y del BCE, 
que son las dos principales máqui-
nas de guerra del neoliberalismo en 
Europa. El Parlamento no tiene las 
prerrogativas necesarias para tales 
reformas, y el BCE, la Comisión Eu-
ropea, así como el TJCE y las diver-
sas agencias europeas se han vuelto 
absolutamente autónomas con 
respecto a la soberanía popular. Y 
una elección simultánea de gobier-
nos que pretendan reformar la UE 
en la casi totalidad de los Estados 
miembros también parece ilusoria, 
aunque sólo sea por los diferentes 
calendarios y ciclos electorales. La 
Unión Europea no es hoy única-
mente uno de los líderes mundiales 
del neoliberalismo, sino que tam-
bién es un conjunto de instituciones 
irreformables, razón por la cual 
una izquierda transformadora de 
la sociedad no podrá seguir siendo 
creíble y realista sin que ponga en 
el centro de su estrategia la ruptura 
con los tratados e instituciones de la 
Unión Europea.

Pero, ¿qué forma debería tomar esta 
ruptura? Sabemos que no puede 
consistir en negociaciones que bus-
quen el consenso sin un equilibrio de 
poder con las instituciones europeas, 
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como ha demostrado claramente la 
experiencia del primer Gobierno de 
Syriza en 2015. También sabemos 
que las rupturas políticas deben ba-
sarse necesariamente en moviliza-
ciones sociales a gran escala. Estas 
movilizaciones fueron cruelmente 
insuficientes en Grecia a principios 
de 2015, y podrían haber ayudado a 
orientar la campaña de Brexit en una 
dirección diferente a la nacionalista 
y xenófoba que lamentablemente 
prevaleció en Gran Bretaña en 2016. 
En otras palabras, la violación de los 
tratados e instituciones de la Unión 
Europea debe estar basada en el 
conflicto social además de tener un 
carácter democrático e internacio-
nalista. Este Manifiesto defiende la 
necesidad y la posibilidad de opo-
nerse a la vez a fuerzas y políticas 
desiguales y reaccionarias (ya se 
presenten como “liberales” o como 
“proteccionistas”) a nivel nacional, 
europeo e internacional, basadas 
tanto en la iniciativa de las y los ciu-
dadanos y los movimientos sociales 
organizados como en la acción de un 

gobierno popular que defienda los 
derechos para todas y todos.

Sin embargo, hará falta que lo que en 
Europa se conoce como «izquierda 
popular» pueda estar a la altura de 
las circunstancias. Hasta la fecha, to-
dos sus componentes carecen cruel-
mente de claridad y valentía en su 
relación con las instituciones euro-
peas, de radicalidad y ambición en 
las propuestas políticas que defien-
den, y de apoyo popular debido a su 
desconexión con los movimientos 
sociales que, desde abajo, desafían el 
orden existente. Es hora de debatir, a 
nivel local, nacional e internacional, 
sobre medidas e iniciativas realistas 
y radicales, cuya aplicación permita 
realmente satisfacer las necesidades 
sociales, garantizar los derechos fun-
damentales de las mujeres y hombres 
que residen en Europa o desean es-
tablecerse en ella, mejorar sus condi-
ciones de vida y de trabajo, conquis-
tar el poder democrático y comenzar 
a superar el capitalismo, empren-
diendo la transición ecológica. 

Los capítulos de este Manifiesto 
están concebidos como propues-
tas para el debate, fruto de una re-
flexión orientada tanto hacia ac-
ciones inmediatas como hacia el 
largo plazo. Se dirigen a ciudada-
nas y ciudadanos y activistas, de la 
izquierda social, sindical y política 
de los distintos Estados miembros 
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o que estén en la órbita de la UE, 
presentando para el debate dia-
gnósticos y propuestas que los mo-
vimientos sociales y las fuerzas de 
izquierda que pretenden constituir 
un gobierno popular podrían defen-
der conjuntamente. En esta versión 
reducida –que no sustituye a la ver-
sión completa– se incluye primero 
una presentación general del recor-
rido del Manifiesto y luego un resu-
men de cada uno de los capítulos, 
centrado en las propuestas presen-
tadas para su discusión y orientado 
a la acción. 

En el Capítulo 1 se someten al de-
bate los principios, estrategias e ins-
trumentos para alcanzar los citados 
objetivos y aplicar esas propuestas. 
Se propone responder a esta pre-
gunta: ¿Qué debe hacer un gobierno 
popular en los primeros días y 
meses de su actividad? Al igual que 
los capítulos siguientes, distingue 
y enumera las medidas inmediatas, 
a medio y largo plazo que deben 
adoptarse en los planos nacional e 
internacional.

Los siguientes capítulos contienen 
propuestas relativas a:

– La deuda pública, de la cual debe 
ser abolida la parte ilegítima, ilegal, 
odiosa e insostenible (Capítulo 2);

– Los bancos, que deben ser socia-
lizados como parte de un servicio 

bancario público que ponga el di-
nero al servicio de las necesidades 
básicas y no de la acumulación de 
beneficios (Capítulo 3);

– El empleo y los derechos so-
ciales, que deben ser desarrollados 
y reinventados para mejorar las 
condiciones de vida y ganar poder 
democrático sobre los medios y la 
finalidad del trabajo (Capítulo 4);

– La transición energética y ecológi-
ca, que debe ser implementada con 
urgencia para detener la destruc-
ción de los ecosistemas e inventar 
nuevas formas de vida sostenibles 
(Capítulo 5);

– Las luchas feministas, que deben 
estar en el corazón de un proyecto 
radicalmente democrático y ser 
transversales en todas las luchas so-
ciales y políticas (Capítulo 6);

– La educación y la salud, que deben 
ser defendidas como derechos fun-
damentales, desarrollados y exten-
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didos a todas y todos como servicios 
públicos, en contra de su mercan-
tilización y degradación en curso 
(Capítulo 7);

– La política internacional y las mi-
graciones, que deben estar orienta-
das en la práctica hacia la realiza-
ción de los derechos fundamentales 
de todas y todos, la paz y la solidari-
dad entre los pueblos (Capítulo 8).

El capítulo 9, al igual que el pri-
mero, propone principios, estrate-
gias y herramientas para lograr los 
objetivos presentados. Su objetivo 
es el de responder a la pregunta si-
guiente: ¿qué hacer frente a la hos-
tilidad y a los obstáculos impuestos 
por las instituciones europeas? Pre-
senta un enfoque de desobediencia 
(en todos los niveles territoriales), 

de confrontación (incluyendo her-
ramientas defensivas y ofensivas), 
de ruptura (de diferentes posibles 
maneras) y plantea el desafío de la 
reconstrucción de alianzas y proce-
sos constituyentes para establecer 
formas democráticas y de coopera-
ción internacional, alternativas a las 
de la UE.

Nuestro campo social debe rechazar 
tanto los planes irrealistas de refor-
ma institucional de las instituciones 
europeas, que en última instancia 
solo refuerzan el statu quo, como 
los planes nacionales de retirada, 
que solo conducen al fortalecimien-
to del capitalismo nacional. Una 
fuerza de izquierda que pretenda 
aspirar a ser un gobierno popular y 
emprender cambios sociales inme-
diatos debe comprometerse a deso-
bedecer a las instituciones de la UE, 
a romper con su funcionamiento 
normal, a defenderse de los ataques 
y represalias de las instituciones eu-
ropeas y de las grandes empresas, 
así como de los intentos de bloquear 
el orden existente por parte de las 
instituciones nacionales, y a traba-
jar hacia la construcción de nuevas 
alianzas internacionales con ac-
tores de dentro y fuera de la UE ac-
tual, con el fin de crear nuevas for-
mas de cooperación y solidaridad. 
La soberanía popular sólo puede 
construirse abordando las formas 
actuales de instituciones políticas, 
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a nivel nacional, europeo e interna-
cional, y creando, sobre la base de 
la autoorganización, nuevas insti-
tuciones democráticas. Para ello, es 
necesario convencer a la gente de la 
necesidad de una ruptura política 
con las instituciones nacionales, eu-
ropeas e internacionales que llevan 
a cabo las políticas contra las que 
luchamos, y consolidar los vínculos 
entre las redes, la resistencia y to-
dos los componentes políticos, aso-
ciativos y sindicales que comparten 
los objetivos de un cambio progre-
sista y radical, con el objetivo de 
tener un peso a escala europea. En 
el futuro más inmediato, es urgente 
fortalecer y coordinar las iniciati-
vas de desobediencia, ruptura y au-
toorganización existentes, así como 
de iniciar otras nuevas, dándoles 
sistemáticamente una dimensión 
internacional, y dirigiéndolas clara-
mente en contra las instituciones al 
servicio del gran capital y a favor de 
nuevas formas de solidaridad entre 
los pueblos. 

Mediante estas propuestas de de-
sobediencia y ruptura con las ins-
tituciones europeas no se trata, 
por tanto, de buscar una solución 
nacionalista a la crisis y a la pro-
testa social. Como en el pasado, es 
necesario el adoptar una estrategia 
internacionalista y abogar por una 
federación europea de pueblos que 
se oponga a que continúe el modelo 

actual de integración que está total-
mente dominado por los intereses 
de las grandes empresas. También 
se trata de desarrollar constante-
mente campañas y acciones coor-
dinadas a nivel continental (y más 
allá) en las cuestiones de la deuda, 
la ecología, el derecho a la vivienda, 
la acogida de migrantes y personas 
en busca de refugio, la sanidad, la 
educación y otros servicios públi-
cos, y el derecho al trabajo. Hay que 
luchar por el cierre de las centrales 
nucleares, la reducción drástica del 
uso de combustibles fósiles, la pro-
hibición del dumping fiscal y de los 
paraísos fiscales, la socialización 
de los bancos, las aseguradoras y 
el sector energético, la reapropia-
ción de los comunes, la defensa y 
la extensión de los derechos de las 
mujeres y de las personas LGBTI, 
la promoción de los bienes y servi-
cios públicos, el lanzamiento de los 
procesos constituyentes. Más que 
nunca, ha llegado el momento de 
actuar contra la evolución cada vez 
más autoritaria de los gobiernos y 
de luchar por la democracia en to-
dos los sectores de la vida social.

Reconstruir espacios  

y un mundo que sean  

habitables, justos y  

democráticos
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Se argumentará que este camino revolu-
cionario es demasiado radical o demasiado 
difícil. A esto respondemos que los otros 
caminos constituyen callejones sin sali-
da, y que es la única manera de romper con 
el orden existente, ahora y donde que sea 
posible, para reconstruir los espacios lo-
cales, regionales, nacionales, internacio-
nales, y hacia un mundo que sea habitable, 
justo y democrático.
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CaPíTUlO 1

Primeras 
medidas de 
un gobierno 
popular

¿Qué debería hacer la iz-
quierda popular si ac-
cediera al gobierno de 

un país de Europa? En este capítulo 
proponemos una serie de medidas 
e iniciativas comunes –a poner en 
marcha en cualquiera de los casos– 
y dos escenarios diferentes –entre 
los que habría que escoger– res-
pecto a la cuestión monetaria.

Medidas inmediatas:

Desde el primer día de su entrada 
en funciones, un gobierno popular 
debe estar preparado para promul-
gar decretos relativos a: el respaldo 
de los depósitos bancarios (hasta 
un cierto montante de dinero); el 
control de los bancos, compañías 
de seguros, etc.; el Banco Central 
deberá ser puesto inmediatamente 

bajo la autoridad del gobierno y 
será autorizado a emitir moneda; 
una moratoria del servicio de la 
deuda pública; el control de capi-
tales; medidas importantes que per-
mitan mejorar inmediatamente y 
de manera evidente las condiciones 
de vida de la mayoría, tales como el 
incremento del salario mínimo y de 
las pensiones de jubilación.

La prioridad será acabar con la aus-
teridad. Para ello, el gobierno po-
pular deberá poner en marcha una 
serie de medidas económicas que 
respalden la adecuada aplicación 
de una agenda social. En especial, 
deberá: confrontar el Pacto europeo 
de estabilidad y crecimiento; sus-
pender el pago de la deuda pública 
decretando una moratoria o una au-
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ditoría ciudadana de la misma, op-
tando por un impago selectivo que 
proteja los fondos de la Seguridad 
social, el pago de jubilaciones y los 
depósitos de los pequeños ahor-
radores; establecer un control de 
capitales para prevenir su fuga y la 
evasión fiscal; establecer el control 
de precios sobre los bienes y servi-
cios de primera necesidad; tomar 
el control del sistema bancario y de 
seguros; poner en marcha una re-
forma progresista de la fiscalidad 
(con mayores tasas sobre los bene-
ficios y la riqueza), priorizando la 
tributación de grandes empresas y 
salarios muy elevados para finan-
ciar la política de inversión pública; 
proteger a las clases populares en 
caso de disminución temporal de 
los ingresos públicos, haciendo pa-
gar la crisis a las clases dominantes.

Un gobierno popular debe lanzar un 
gran abanico de medidas en mate-
ria de derechos sociales: aumentar 
el salario mínimo y las pensiones 
de jubilación; extender los servicios 
públicos universales y gratuitos en 
los ámbitos sanitario, educativo, 
de cuidado de menores y personas 
mayores, de los transportes colecti-
vos y de vivienda social; crear em-
pleos de calidad en el marco de un 
cambio de modelo productivo en el 

marco d ella transición ecológica; 
poner en marcha medidas legislati-
vas de reducción del tiempo de tra-
bajo, junto con una reforma progre-
sista del derecho laboral que limite 
el poder de los propietarios en las 
empresas, con vistas a una democra-
tización del conjunto de los espacios 
de trabajo.

En cuanto a los sectores estratégi-
cos de la economía se tratará de de-
sarrollar un amplio programa de so-
cialización, lo que supone expropiar 
a los capitalistas, prioritariamente 
en los sectores financiero (banca y 
seguros), energético, telecomuni-
caciones e industria farmacéutica, 
poniendo sus actividades al servicio 

La prioridad  

es acabar con  

la austeridad

Un gobierno popular  

debe reestablecer, ampliar 

y reforzar los derechos 

sociales y desarrollar un 

amplio programa de  

socialización que implique 

prioritariamente la  

expropiación de los  

capitalistas en los  

sectores estratégicos de  

la economía 
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de la población. Un gobierno popu-
lar debe tomar medidas concretas 
para socializar completamente los 
sistemas de educación, de sanidad 
y de cuidados, derivando al sector 
público los servicios que controle el 
sector privado (hospitales, escuelas, 
universidades, etc.).

Puesto que tales medidas implican 
desobedecer los tratados e institu-
ciones de la Unión Europea, ésta 
reaccionará seguramente para in-
tentar impedir su puesta en marcha.

Con el fin de estar mejor preparados 
para responder a estas reacciones 
hostiles, un gobierno de izquierda 
popular debe iniciar de forma in-
mediata conversaciones públicas 
con otros gobiernos y dirigirse a los 
otros pueblos de la U.E. para lanzar 
campañas internacionales de apoyo 
a sus políticas, federando diversas 
iniciativas por el cambio. 

Opciones para actuar 
en materia de 
soberanía monetaria:

Para responder a la reacción hos-
til de las instituciones de la U.E. la 
cuestión crucial es la de la sobe-
ranía monetaria. Sobre este asunto 
existen muchos debates en el seno 
de la izquierda popular europea; 
la red ReCommonsEurope plantea 
aquí dos de ellas, en el marco de un 
proceso abierto de discusiones que 

sus participantes consideran abier-
to a la discusión.

Escenario 1 :
Salida inmediata de la Unión 
económica y monetaria y creación 
de una nueva moneda nacional

Una etapa crucial que deberá em-
prender un gobierno popular en su 
camino es la del rechazo de la Unión 
económica y monetaria (UEM), y de 
su estructura económica neoliberal 
actual. Para los países periféricos, 
especialmente los de la periferia 
Sur de Europa, la salida de la UEM 
actualmente existente resulta impe-
rativa. Salir de esta jaula de hierro 
es un medio necesario para poner 
en marcha políticas que permitan 
desarrollar la economía, absorber 
el desempleo mediante la creación 
de empleo bien remunerado y re-
ducir la pobreza. La salida no será 
necesariamente un proceso sen-
cillo, pero hoy existen conocimien-
tos considerables sobre la manera 
de conseguirlo mínimo las pertur-
baciones posibles. Para los países 
del centro la cuestión de la UEM es 
mucho más compleja, pues esto su-
pondría el total desmantelamiento 
de la unión monetaria y la puesta 
en marcha de dispositivos alternati-
vos. En ningún caso la UEM debería 

La soberanía  

monetaria es una  

cuestión crucial
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ser sustituida por una competencia 
abierta entre países en los merca-
dos de cambio. Europa necesita un 
sistema estabilización de las tasas 
de cambio y de un sistema de pa-
gos entre países que sean radical-
mente diferentes a los de la UEM. 
Si fuera provocado por las fuerzas 
populares, el desmantelamiento de 
la UEM podría constituir un paso 
importante contra el régimen neo-
liberal de la U.E.

Escenario 2.  
Una moneda alternativa para 
cortocircuitar la UEM

Un gobierno popular podría poner 
en marcha una autoridad mone-
taria capaz de emitir inmediata-
mente una moneda alternativa al 
euro, cualquiera que fuera la deci-
sión final (permanecer en la UEM 
o volver a una moneda nacional). 
La ventaja política de una moneda 
nacional alternativa, incluso si su 
papel es solo complementario en un 
primer momento, es que permitiría 
al gobierno popular -sin abandonar 
inmediatamente el euro- respon-

der a varios desafíos inmediatos y 
defenderse preventivamente de las 
medidas de represalia de las insti-
tuciones de la U.E., que defenderán 
las restricciones de los tratados vi-
gentes. La moneda complementaria 
puede jugar un papel transitorio y 
amortiguador, ofreciendo un im-
portante margen de maniobra. El 
gobierno aceptará el pago de im-
puestos en esta moneda que tam-
bién servirá como medio de pago 
para una serie de servicios, para 
los aumentos salariales del perso-
nal de los servicios públicos, de las 
pensiones y de las prestaciones so-
ciales. Esta nueva moneda tendrá, 
la menos inicialmente, un valor pa-
ritario con el euro. De este modo, la 
moneda complementaria será parte 
de una estrategia que busque corto-
circuitar el poder vinculante de la 
UEM, sosteniendo una política de 
ruptura con los tratados europeos 
en la vía de permitir, en última ins-
tancia, la recuperación completa de 
la soberanía monetaria, incluyendo 
una salida d ella UEM si fuese ne-
cesario.

Iniciativas en el ámbito 
internacional:

Abandonar o cortocircuitar la UEM, 
y eventualmente salir de la Unión 
Europea, si se trata de una vía para 
desarrollar políticas de apoyo a los 
trabajadores (cualquiera sea su na-

Salirse o cortocircuitar  

la UEM permitirá poner  

en marcha políticas  

económicas concretas 

creando una real base de 

solidaridad en Europa
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cionalidad) contra le capital, no 
constituye un planteamiento na-
cionalista ni significa un retorno a 
Estados en competencia y en guerra 
en Europa. Al contrario, será signo 
de la emergencia de un internacio-
nalismo radical que se apoye en la 
voluntad popular expresa de recha-
zo de las estructuras disfuncionales 
y hegemónicas de la U.E. Dicha rup-
tura, al reflejar una nueva relación 
de fuerzas favorable al campo po-
pular, permitirá impulsar políticas 
económicas que generen una base 
de solidaridad europea, dando un 
nuevo contenido a la soberanía po-
pular y a los derechos democráti-
cos, dentro o más allá de las fronte-
ras existentes. Conducirá a nuevas 
formas de alianza interestatales en 
Europa, incluso a un modelo alter-

nativo de espacio supranacional, 
democrático y solidario basado en 
la cooperación entre los pueblos y 
sobre el internacionalismo, descon-
ectado de la lógica capitalista.
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CaPíTUlO 2

La banca

La moneda, el ahorro, el cré-
dito y el sistema de pagos, 
en tanto tienen utilidad para 

el interés general, deben respon-
der imperativamente a una lógica 
de servicio público (por tanto, ser 
utilizados y dirigidos en el marco 
de un servicio público). La sociali-
zación del sector bancario (es decir, 
el monopolio público de la activi-
dad bancaria y su gestión por parte 
de trabajadoras y trabajadores con 
la participación de sus usuarios, de 
asociaciones cívicas y de represen-
tantes de administraciones) es una 
condición necesaria para el cambio 

de modelo social. Una medida como 
esta supone una amenaza seria para 
el capitalismo, por lo que el apoyo 
popular será una condición indis-
pensable para su realización.

Medidas de adopción inmediata por 
un gobierno popular:

Para tener margen de manio-
bra una vez  llegado al poder 
y limitar los riesgos de as-
fixia financiera, un gobierno 
popular debe instaurar un control 
de movimientos de capital. Tam-
bién debe adoptar inmediatamente 
un nueva regulación bancaria 
que imponga especialmente: un in-
cremento significativo de los fon-
dos propios de los bancos en sus 
balances, con un suelo mínimo del 
20%; la obligación de los bancos de 
sanear sus compromisos fuera de 
balance; la separación d ella banca 
comercial de la banca de inversión 
y la prohibición de relaciones cre-
diticias entre entidades de distin-

La socialización  

del sector bancario  

es una condición  

necesaria para el cambio 

de modelo social
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tos tipos, así como la prohibición 
de la titulación, de las operaciones 
a corto plazo, de la especulación, de 
los mercados financieros de deriva-
dos, de los vínculos de bancos con 
la banca en la sombra y los paraísos 
fiscales y judiciales, y de la sociali-
zación de pérdidas; el fin del secreto 
bancario; la persecución sistemá-
tica de los dirigentes responsables 
de delitos y crímenes financieros; 
la instauración de una responsabi-
lidad financiera real de los grandes 
accionistas, especialmente en caso 
de quiebras; el incremento de im-
puestos a la banca para obligarle a 
participar en el esfuerzo tributario 
del país. Un gobierno popular tam-
bién debe recuperar el control de 
su Banco Central, en la perspectiva 
de retomar el control de su política 
monetaria y de sus condiciones de 
financiación. 

Hacia la socialización 
del sistema bancario privado:

Tanto en el seno de la izquierda 
popular, como en la red ReCom-
monsEurope, es necesario conti-
nuar el debate para lograr una po-
sición unificada. En este momento 
existen dos posiciones en discusión: 
bien  socializar una parte del 
sector bancario creando un 
polo público concebido como 
una etapa en la socialización 
integral del sector (escenario 

1), o bien proceder de entrada a 
la socialización completa del 
sistema bancario, integrando 
los bancos de inversión y fi-
nanzas, así como el de los segu-
ros (escenario 2). Mientras que el 
concepto de nacionalización puede 
confundirse con el de estatalización 
y con la toma de control de la banca 
por élites dirigentes en el marco de 
un capitalismo nacional, el de socia-
lización remite más explícitamente 
a una colectivización en la que las 
y los trabajadores ejercen el poder 
de decisión y el control, con la par-
ticipación de las y los usuarios, de 
representantes de asociaciones y de 
autoridades políticas. Un gobierno 
popular debería indemnizar a las y 
los pequeños accionistas (aquellas 
y aquellos que no intervienen en 
las decisiones de los bancos), mien-
tras que podría decidir no reem-
bolsar más que un euro simbólico a 
grandes accionistas, recuperando el 
coste del salvamento de la banca a 
costa del patrimonio de estos.

Poner en marcha  

una nueva regulación  

bancaria y recuperar el 

control del Banco Central 

con el objetivo de tener 

márgenes de maniobra y 

de limitar los riesgos de 

asfixia financiera
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Escenario 1 :  
Un polo bancario público

Si la opción de la socialización in-
mediata de todo el sector bancario 
no fuera compartida por el conjunto 
de fuerzas que sostengan el go-
bierno popular, el polo bancario  
público podría resultar una 
solución de compromiso que 
permitiese al gobierno dispo-
ner de medios de financiación 
para sus políticas.

En materia de gobernanza, dentro 
de ese polo público cada estableci-
miento conservaría su autonomía 
de funcionamiento y sus propias 
instancias de dirección. No obs-
tante, la acción de estas entidades 
se inscribirá en un marco común 
definido por una instancia nacional 
de dirección que asegurará la cohe-
rencia del conjunto. Dicha instan-
cia de coordinación nacional estará 

El concepto de  

socialización reenvía  

explícitamente a una  

colectivización en la cual 

las y los trabajadores ejer-

cen el poder de decisión y 

de control con la  

participación de las y  

los usuarios

integrada por autoridades políticas 
nacionales y locales, responsables 
de establecimientos bancarios y de 
representantes de la sociedad civil, 
especialmente sindicatos y asocia-
ciones. Mientras subsiste un sis-
tema bancario privado, emergerá 
un sistema bancario tripartido: un 
polo  financiero público, in-
tegrado por los bancos socia-
lizados y otras instituciones 
públicas, coexistirá con la 
banca privada y con un polo 
mutualista. Además, podrá es-
tablecerse el derecho de informa-
ción y de veto sobre los proyectos 
a financiar por parte de represen-
tantes del personal asalariado del 
sector. La socialización impone una 
revisión fundamental de la compo-
sición de los consejos de adminis-
tración y de sus formas de designa-
ción. Para el conjunto de bancos que 
no pertenezcan al polo público una 
“Ley bancaria” deberá determinar 
sus tareas, así como la composición 
y forma de nombramiento de los 
miembros de sus consejos de ad-
ministración y sus direcciones, sea 
cual sea su estatus jurídico. 

Escenario 2 :  
Socialización completa del sector 
bancario

La completa socialización del sec-
tor bancario implica la expropia-
ción sin indemnización (o con una 
indemnización simbólica) de los 
grandes accionistas (los pequeños 
accionistas, en cambio, serán in-
demnizados): el otorgamiento al 
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sector público del monopolio de la 
actividad bancaria (con una excep-
ción: la existencia de un sector de 
banca cooperativa de pequeño ta-
maño, sometida a las mismas reglas 
que el sector público); la definición 
-con participación ciudadana– de 
una carta sobre los objetivos y me-
tas a conseguir, que ponga al servi-
cio público del ahorro, del crédito 
y de la inversión al servicio de las 
prioridades definidas por un pro-
ceso de planificación democrática. 
La socialización del sector 
bancario y de los seguros y su 
integración en los servicios 
públicos permitirá sustraer a 
la ciudadanía y a los poderes 
públicos de los mercados fi-
nancieros; financiar los proyectos 
ciudadanos y de los poderes públi-
cos; dedicar la actividad bancaria al 
bien común cuya misión será, entre 
otras, la de facilitar la transición 
desde una economía capitalista, 
productivista y nociva hacia una 
economía social, sostenible y ecoló-
gica.

Con la socialización del sec-
tor bancario los bancos pri-
vados desaparecerían: tras su 
expropiación, el personal será inte-
grado en el sector público de banca 
y seguros, respetando su antigüe-
dad y salarios y con una mejora 
de sus condiciones de trabajo. Las 
agencias locales otorgarán crédi-
tos sin riesgo a individuos, hogares, 
PYMEs y estructuras privadas lo-
cales, a las asociaciones, a los muni-
cipios y a las instituciones públicas. 
Los proyectos locales a finan-
ciar serán definidos de forma 
democrática con un máximo de 
participación ciudadana.

Sea cual sea el escenario elegido, 
la recuperación del control sobre 
el banco central resulta indispen-
sable.
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CaPíTUlO 3

La deuda

Todo gobierno popular debe 
impugnar la legitimidad 
de  la deuda pública que 

ha sido contraída para refor-
zar las instituciones finan-
cieras privadas y la acumula-
ción privada de capital, y ha 
de rechazar el principio de equili-
brio presupuestario. Este proceso 
debe comenzar por la suspensión 
del pago de la deuda y la puesta en 
marcha de un control de capitales 
con el fin de iniciar una auditoría, 
ejercicio de transparencia y de so-
beranía que permitirá al nuevo go-

bierno determinar qué parte de la 
misma es ilegítima y debería ser 
repudiada o reestructurada unilate-
ralmente. Dando por descontado el 
nivel de conflicto que ello implicará 
con los acreedores, resultará muy 
importante que este proceso sea lle-
vado a cabo con el suficiente apoyo 
popular.

Cuestionar la legitimidad de la 
deuda pública

La legitimidad de una gran parte 
de la deuda pública de los esta-
dos miembros de la U.E. debe ser 
cuestionada. La necesidad de re-
ducir radicalmente el importe de la 
deuda no se debe sólo a la pesada 
carga que supone el pago de los in-
tereses para el tesoro público, sino 
también al hecho de que las polí-
ticas de austeridad impuestas 
por las instituciones  trasna-
cionales para adecuarse a sus 
obligaciones de pago tienen 
generalmente consecuencias 

Cuestionar la legitimidad 

de la deuda soberana que 

ha sido contraída para 

financiar las instituciones 

financieras priva das y 

acumular capital privado
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desastrosas para los países 
deudores. La vigencia de estas 
políticas de ajuste debe ser de-
tenida de forma inmediata por 
cualquier gobierno de izquierdas 
que quiera proponer un programa 
progresista. Es muy probable que 
un gobierno progresista que quiera 
plantar cara a sus acreedores y po-
ner fin a la austeridad llegase al po-
der en un contexto de fuertes turbu-
lencias en el mercado, como sucedió 
en Grecia en 2015. En ese contexto, 
la necesidad del control de capitales 
es inmediata para impedir la fuga 
masiva de capitales fuera del país 
(por parte de capitalistas que teman 
por sus intereses inmediatos o que 
busquen abiertamente sabotear los 
esfuerzos del gobierno progresista), 
y contribuir a evitar la inestabilidad 
y el hundimiento bancario.

La auditoría de la deuda pública 
como herramienta para tomar 
medidas unilaterales contra las 
deudas públicas ilegítimas

Debe  realizarse una audi-
toría ciudadana de la deuda 
para argumentar y obtener el 
apoyo popular a las medidas 
unilaterales contra la carga 
de la deuda pública, desde la 
suspensión de pagos a la rees-
tructuración o su repudio. Hay 
que airear las cuentas de la deuda, 
sometiéndolas al examen público y 
un análisis bajo control democrá-
tico deberá determinar qué deudas 
no deben ser reembolsadas. Por 

una cuestión de principios, las 
deudas consideradas odiosas, 
ilegítimas, ilegales o insoste-
nibles (de acuerdo con las de-
finiciones elaboradas por la 
Comisión por la verdad sobre 
la deuda pública de Grecia) no 
deben ser pagadas.

Los  gobiernos de izquierda 
popular deberán incluir en la 
auditoría de la deuda los cré-
ditos que sus Estados posean 
sobre otras naciones. Aquellos 
que fueran considerados ilegítimos, 
ilegales, odiosos y/o insostenibles 
deberán ser anulados.

En el momento de una anulación 
de deudas públicas se protegerá a 
los pequeños ahorradores que han 
invertido en títulos públicos, así 

Las políticas de  

austeridad impuestas  

por los acreedores con  

el fin de satisfacer el  
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26

como a la población asalariada y ju-
bilada que ha visto una parte de sus 
cotizaciones sociales ( jubilación, 
desempleo, enfermedad, familia) 
colocadas en ese tipo de títulos por 
las instituciones u organismos de 
gestión.

Reducción de la deuda privada

Un  gobierno de izquierda de-
berá aplicar un programa de 
reducción de la deuda privada, 

Las deudas odiosas,  

ilegítimas, ilegales,  

injustificables no deben  

ser pagadas

reduciendo o anulando las deudas 
de individuos o familias cuyo vo-
lumen ha aumentado fuertemente 
bajo la ofensiva neoliberal contra 
el empleo, los salarios, los servicios 
públicos, etc. Dichas medidas de 
urgencia deberán ser acompañadas 
por políticas destinadas a revertir 
dichas políticas.
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CaPíTUlO 4

Trabajo, empleo y 
derechos sociales

Es necesario un cambio 
radical en las políticas 
de empleo y las políti-

cas sociales para garantizar 
un empleo justo y decente, así 
como el derecho a la democra-
cia económica para todas y to-
dos.

Iniciativas de los movimientos 
sociales y ciudadanos:

Las reivindicaciones e iniciativas 
de los movimientos sociales y ciu-
dadanos son precondiciones para 
superar la lógica neoliberal. Dichas 
iniciativas deberían apuntar a la 
anulación e inversión de los pro-
cesos de degradación de derechos 
sociales y el desmantelamiento de 
la negociación colectiva desplega-
do en los últimos años; al estable-
cimiento de un salario mínimo de 
referencia; a la reducción de la jor-
nada de trabajo, con el horizonte 
de las 32 horas semanales, y la ga-

rantía del derecho a la vivienda; el 
derecho de toda persona a migrar 
y a recibir una acogida digna que 
le garantice la plena ciudadanía; el 
desmantelamiento del poder de las 
grandes empresas, especialmente 
las multinacionales, por la vía de su 
socialización y regulación pública; 
la reconversión social, ecológica, 
democrática y feminista del modelo 
económico.

Reforzar las iniciativas  

de los movimientos  

sociales que busquen  

parar y darle la vuelta  

al proceso de  

degradación de  

los derechos sociales
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Las medidas inmediatas 
de un gobierno popular:

Un gobierno popular debería adop-
tar medidas inmediatas para res-
tablecer los derechos perdidos en 
el ámbito del empleo y de la nego-
ciación colectiva, aumentando el 
poder de la clase obrera y de los sin-
dicatos; anular los recortes impues-
tos a las pensiones de jubilación e 
incrementar su cuantía, al igual que 
las prestaciones de desempleo y 
otros beneficios sociales; garantizar 
plenos derechos a todas las perso-
nas forzadas a migrar por motivos 
económicos, sociales o políticas; 
anular y oponerse a la “nueva gene-
ración” de tratados comerciales. 

Los gobiernos populares deberían 
aplicar a continuación medidas en 
los siguientes ámbitos: reducción 
de la jornada de trabajo semanal 
a 35 horas, como primer etapa de 
una reducción más importante, sin 
pérdida de salario; aumento del sa-
lario mínimo; abolición de las ac-
tuales restricciones para la mejora 
de convenios colectivos en los dis-

tintos ámbitos territoriales y sec-
toriales; prohibición de despidos 
en empresas con beneficios; abo-
lición de la desigualdad de género 
en el empleo, haciendo efectivo el 
principio de igualdad salarial entre 
mujeres y hombres con igual cua-
lificación; fijar un número mínimo 
significativo de horas remuneradas 
en los empleos a tiempo parcial; la 
democratización de los lugares de 
trabajo y una mayor participación 
de los trabajadores en los proce-
sos de decisión de las empresas; el 
aumento de la protección social y 
de la parte de la riqueza nacional 
destinada a sanidad, educación, 
prestaciones sociales, etc.; impulso 
de experiencias democráticas en 
el mundo laboral: cooperativas, 
producción auto-organizada de 
bienes y servicios, economía social 
y solidaria, etc.; creación de nuevos 
derechos sociales que permitan vi-
vir dignamente: acceso a vivienda 
pública, derecho al trabajo (que es 
preferible a una renta básica); reco-
nocimiento de las situaciones de de-
pendencia específica por medio de 
un sistema público de cuidados y de 
acompañamiento, universal y gra-
tuito; garantía de plazas disponibles 
y gratuitas en guarderías públicas; 
creación de un “subsidio de auto-
nomía” (o salario estudiantil) que 
permita a los jóvenes financiar sus 
estudios eludiendo las presiones del 
mercado laboral, etc. Estas medi-

Romper con los  

mecanismos impuestos  

por la lógica de las poíticas 

de “convergencia” a nivel 

europeo y democratizar  

la economía
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das implican un incremento de los 
empleos de alta calidad en sectores 
económicos socialmente necesarios 
y ecológicamente sostenibles. 

Las medidas a medio plazo 
de un gobierno popular:

A medio plazo las medidas sociales 
y económicas de un gobierno popu-
lar deberían consistir, prioritaria-
mente, en romper con los mecanis-
mos impuestos por la lógica de las 
políticas “de convergencia” a nivel 
europeo (criterios presupuestarios, 
limitación del gasto público, etc.) 
y en democratizar la economía: el 
derecho de las y los trabajadores a 
decidir sobre las condiciones y or-
ganización de su trabajo, así como 
sobre los medios y los fines de su ac-
tividad, debe ser reconocido como 
un derecho social y democrático 
garantizado por las leyes laborales. 
Esto implica otorgar a todas las per-
sonas un derecho inalienable al tra-
bajo, a la educación y a la vivienda y 
a concebir de forma distinta el pa-
pel del trabajo transformándolo en 
una institución democrática.

Las iniciativas a medio plazo 
en el ámbito internacional:

En el ámbito internacional he-    
mos de promover sistemáticamente 
iniciativas en favor de la transfor-
mación social, democrática, ecoló-
gica y feminista del trabajo. Esto 
significa que todas las instituciones 
políticas y sociales deben ser pues-
tas al servicio del cambio en las 
maneras de producir, de distribuir 
y de consumir, de la relocaliza-
ción de empleos en sectores social 
y ecológicamente necesarios, y del 
establecimiento de condiciones de 
trabajo justas y dignas. Además, de-
bemos promover la transformación 
radical de las reglas de la mundia-
lización especialmente rompiendo 
con los “acuerdos comerciales” que 
en realidad constituyen sistemas de 
dominación del gran capital y de las 
multinacionales- dando prioridad a 
los derechos humanos, económicos, 
sociales y culturales.

Promover a  

nivel internacional  

iniciativas a favor  

de la transformación  

social, democrática,  

ecológica y feminista  

del trabajo 
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En lo concerniente a las cues-
tiones estratégicas en el ámbito 
europeo, las prioridades deberían 
ser las huelgas trasnacionales, para 
confrontar colectivamente el poder 
de las multinacionales con una pers-
pectiva de lucha de clases; las cam-
pañas europeas o internacionales 
impulsadas por sindicatos y movi-
mientos sociales respecto a los retos 
mencionados: la pedagogía respecto 
a los efectos desastrosos de la Unión 
Europea respecto al empleo, las de-
sigualdades y los derechos sociales; 
la oposición, desobediencia y lucha 
frente a todas las instituciones del 
capitalismo neoliberal, incluida la 
Unión Europea, que obstaculizan la 
aplicación de los derechos sociales 
de trabajadores y la ciudadanía.
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CaPíTUlO 5

Ecosocialismo 
y transición 
energética 

Un compromiso ambiental 
coherente no puede limi-
tarse a modificar el vínculo 

entre humanidad y naturaleza de 
forma genérica; es necesario exigir al 
mismo tiempo la igualdad social que 
garantice la satisfacción de las nece-
sidades sociales básicas y proteja a las 
clases populares: se trata de conciliar 
la  preservación de un entorno sus-
tentable (especialmente mediante la 
reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero a nivel mundial, 
de un 58% hasta 2030 y de un 100% 
hasta 2050) y de la justicia social,  de 
lograr la igualdad social al margen  
del productivismo. En resumen, 
necesitamos un programa de 
decrecimiento anti-producti-
vista, ecosocialista y anticapi-
talista. En Europa esto implica una 
ruptura radical con la Unión Europea 
capitalista y sus “políticas climáti-

cas”, especialmente sus permisos de 
emisiones, los certificados verdes y 
los bonos, y más genéricamente todo 
lo relacionado con el “capitalismo 
verde” que intenta promover la Co-
misión Europea.

Iniciativas ciudadanas inmediatas:

Sólo será posible abordar los cam-
bios necesarios para afrontar la 
crisis descrita contando con un 
gran apoyo social, basado en una 
ciudadanía bien informada y dis-

Necesitamos un  

programa de  

decrecimiento  

antiproductivista,  

ecosocialista y  

anticapitalista
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puesta a impulsar y corresponsa-
bilizarse de las transformaciones 
a abordar junto con las instancias 
políticas. Por ello es necesario im-
pulsar, proteger y desarrollar ini-
ciativas ciudadanas orientadas ha-
cia una transición socio-ecológica 
(cooperativas de servicios públicos, 
consumo agroecológico, reciclaje, 
restauración ecológica, sectores en 
proceso de reconversión, etc.). Asi-
mismo, hay que promover la toma 
de consciencia y el desarrollo de 
iniciativas auto-organizadas que 
actúen como laboratorios de expe-
riencias que puedan ser reproduci-
das a gran escala. 

Medidas de urgencia a ser 
adoptadas por un gobierno popular:

Para garantizar un programa demo-
crático en favor de la mayoría nece-
sitamos urgentemente un control 
público del sector de la ener-
gía, es decir, la expropiación de 
las grandes empresas privadas 
del sector, transfiriéndolas 

a un polo público socializado 
de la energía. Resulta igualmente 
necesario establecer un control ciu-
dadano de los medios de producción 
y de los objetivos esperados en to-
dos los sectores, control que deberá 
recaer en personas lo más próximas 
posibles al campo y al tipo de nece-
sidades implicadas. Además, necesi-
tamos establecer un control demo-
crático en el ámbito estatal respecto 
a factores claves como las infraes-
tructuras, los agentes económicos, 
los mecanismos financieros, la pla-
nificación estratégica y los sectores 
asociados. Para que el sector público 
pueda cumplir su misión de cataliza-
dor de la transición y recibir finan-
ciación sin la presión del mercado 
capitalista necesita contar con au-
tonomía monetaria. Para ello habrá 
que abandonar las reglas de la Unión 
monetaria europea y reemplazarlas 
por otras formas de cooperación fi-
nanciera en Europa. Debemos pro-
mover un modelo que favorezca la 
producción local, reduzca el impacto 
socioambiental global y genere pros-
peridad local, incluso sin crecimien-
to del PIB.

La magnitud de los problemas am-
bientales exige importantes trans-
formaciones socioeconómicas en un 
plazo de tiempo muy breve. Además 
de las acciones ya mencionadas, el 
gobierno deberá poner en marcha 
mecanismos excepcionales de ur-

Necesitamos urgentemente 

un control público sobre el 

sector energético, es de-

cir la expropiación de las 

empresas privadas en este 

sector y su transferencia  

a un sector público y  

socializado de la energía
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gencia para sostener los cambios ra-
dicales inmediatos destinados a la 
preservación de la naturaleza 
y la biodiversidad, especialmente 
del control del proceso de urbaniza-
ción y de ocupación de tierras; el re-
fuerzo de leyes y reglamentos para 
reducir la contaminación y la altera-
ción de los ciclos bio-geoquímicos; 
la reforestación y el desarrollo de la 
agroforestación. Las medidas de ur-
gencia también deben extenderse al 
ámbito de la energía y el clima,  
especialmente vía un plan de na-
cionalización/socialización de los 
medios de producción en el sector 
energético, las infraestructuras, los 
operadores y los sistemas de fijación 
de precios y tasas; un plan de finan-
ciación energético con criterios de 
prioridad social y de redistribución 
de la riqueza; el desarrollo de un sec-
tor energético socializado, relocaliza-
do y de propiedad pública que utiliza 
fuentes de energías renovables y no 
contaminantes; prohibición de técni-
cas de fractura hidráulica y cierre de 
centrales nucleares y de las térmicas 
que funcionan con combustibles fó-
siles; promoción de la agroecología, 
sin utilización de pesticidas ni de 
agentes químicos. 

Objetivos concretos para 
un gobierno popular:

Un gobierno popular comprometido 
en el apoyo a las clases populares y 

a garantizar la sostenibilidad ecoló-
gica debe redefinir los principales 
sectores económicos. Éstas son al-
gunas de las medidas a desarrollar: 
establecimiento de objetivos y estra-
tegias a largo plazo, plasmados en la 
Constitución o en leyes; creación de 
mecanismos democráticos de inver-
sión y financiación de una transición 
ecosocialista (mediante la sociali-
zación de bancos, pero también de 
la anulación de la deuda pública ile-
gítima, ilegal, odiosa e insostenible, 
etc.); preservación de los sistemas 
ecológicos esenciales como el suelo, 
los cursos de agua, napas freáticas, 
costas y mares, reforzando la ges-
tión pública de los bienes comunes; 
eliminación de obstáculos jurídicos 
a la producción agroecológica en 
unidades de economía campesina; 
desarrollo de servicios públicos con 
acceso gratuito y sencillo para toda 
la población urbana y rural; impulso 
de las zonas rurales y descongestión 
de las zonas urbanas, preservando las 
zonas aún “vírgenes”; aumento de la 
autosuficiencia de las ciudades; orga-
nización de un amplio plan de aisla-
miento de viviendas en la perspectiva 
del derecho a un alojamiento decente 
para toda la población; desarrollo de 
un nuevo modelo de gestión de la en-
ergía garantizando el control de pre-
cios; prohibición de la obsolescencia 
programada; puesta en marcha de 
una estrategia que permita prever 
conflictos ecológicos locales, promo-
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viendo soluciones democráticas en el 
marco de la reconversión y relocali-
zación económica. 

Iniciativas en el ámbito internacional:

Tratar de resolver los desafíos ecoló-
gicos desde cada país es algo impres-
cindible pero totalmente inviable si 
no existe una estrategia de acción in-
ternacional. Se trata principalmente 
de modificar las reglamentaciones 
de la Unión Europea. Para conseguir 
un verdadero control público necesi-
tamos, por una parte, librarnos de las 
reglas de competencia europeas, así 
como de las reglas sobre los mercados 
públicos, la regla europea de estabili-
dad y de los límites al déficit público 
como las restricciones monetarias 
vigentes; por otra parte, de introducir 
cláusulas que limiten la intervención 
de empresas e inversores en las estra-
tegias europeas de biodiversidad, es-
pecialmente en lo referido a salud pú-
blica (reducción de la contaminación 

del aire, prohibición de pesticidas pa-
tógenos y contaminantes, etc.); abolir 
los tratados multilaterales (como la 
Carta de la energía, los mecanismos 
de resolución de diferendos por tri-
bunales privados contemplados en 
los llamados acuerdos de “libre cam-
bio”, etc.) y todos los tratados que 
contradigan los objetivos fijados por 
el gobierno popular.

Necesitamos un plan radical de tran-
sición ecosocialista en Europa y en el 
resto del mundo. Los esfuerzos desti-
nados a una reducción drástica de las 
emisiones de gases de efecto inver-
nadero deben ser más importantes 
en los países del norte global, con el 
fin de garantizar a los países del Sur 
un derecho prioritario a desarrollarse 
utilizando lo que la humanidad aún 
pueda permitirse de energías no re-
novables, desde este momento hasta 
que la transición energética esté ase-
gurada a nivel mundial. Superar el ca-
pitalismo no es solo cuestión de igual-
dad y de democracia sino también de 
supervivencia y de renovación de los 
ecosistemas en los que se inscribe la 
humanidad. En esta perspectiva, una 
ruptura radical con las instituciones y 
tratados europeos actuales y su reem-
plazo por otras formas de coopera-
ción internacionales son condiciones 
sine qua non.

El intentar hacer frente  

a los desafíos socio- 

ecológicos y energéticos 

a nivel estatal es esencial 

pero irrealizable si estas 

iniciativas no están  

acompañadas de medidas 

a nivel internacional 
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CaPíTUlO 6

Feminismo 

Una posición política fe-
minista coherente exige 
que nos opongamos a toda 

forma de explotación, de sexismo, 
de expresión del patriarcado y a to-
das las formas de violencia que ha-
cen que las personas explotadas y 
vulnerables se vuelvan unas contra 
otras mientras el capital logra divi-
dir nuestras luchas comunes sin ser 
inquietado. Nuestra fuerza reside 
en las luchas y en la solidaridad de 
las/os oprimidas/os, mujeres, co-
munidades LGTBIQ+, minorías, 
personas víctimas del racismo y 
trabajadoras/es contra la tiranía 
del mercado y el capital y contra la 
Unión Europea que impone medi-
das de austeridad.

Los gobiernos populares deberán 
sintetizar las luchas de estos movi-
mientos e ir más allá de las simples 
exigencias de igualdad formal, po-
niendo en cuestión las bases de gé-
nero de la división del trabajo y de la 

reproducción social, así como su ex-
clusión de la esfera pública. Hay que 
socializar las tareas de reproducción 

Nuestra fuerza reside  

en las luchas y en la  

solidaridad de las y los 

oprimidos; necesitamos 

gobiernos populares que 

sinteticen estas luchas
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social1 invirtiendo, por ejemplo, de 
forma masiva en guarderías comu-
nales, lavanderías y comedores co-
lectivos, con el objetivo de ofrecer 
dichos servicios de forma gratuita. 
De esta forma se crearán las condi-
ciones necesarias para la integra-
ción en pie de igualdad de mujeres 
y hombres en todos los sectores 
económicos y con los mismos sala-
rios. Se trata de crear las condiciones 
para acabar con el trabajo doméstico 
subalterno de las mujeres y transfor-
mar la división de género del trabajo 
en un sentido realmente igualita-

rio y liberador. Durante el período 
de transición habrá que recurrir a 
un sistema de cuotas, para asegurar 
que las mujeres, particularmente las 
de origen inmigrante, estén debida-
mente representadas en los sectores 
de su elección, especialmente el sec-
tor público. En seno de este último 
queremos crear formas de flexibili-
dad que no sirvan a los intereses del 
capital, que se asegura una repro-
ducción barata de la fuerza de tra-
bajo en las familias a expensas de las 
mujeres. Las mujeres deben poder 
elegir libremente su maternidad, de 
tomar o no permisos de maternidad, 
de realizar o no una carrera, de tener 
el derecho de decidir por sí mismas 
lo que quieren hacer de sus vidas y 
de su desarrollo personal en el traba-
jo y en la sociedad. El sector público 
socializado servirá de palanca para 
desarrollar cambios radicales de la 
estructura social. Nuestro objetivo 
es el de inscribirnos en las luchas de 
los movimientos de liberación para 
transformar la reproducción social 
desde abajo, a través de las iniciati-
vas de movimientos auto-organiza-
dos.

Por tanto, los movimientos so-
ciales deben trabajar, me-
diante campañas y moviliza-
ciones, para obtener la igualdad 
completa para todas y para todos, la 
penalización de toda forma de vio-
lencia y de discriminación fundadas 

Permitiendo a las mujeres 

el decidir libremente  

sobre sus vidas, el sector 

público podrá servir  

como palanca para traer  

cambios más radicales  

en la estructura social 

1	Con	“reproducción	social”	nos	referimos	aquí	
a	 la	compleja	red	de	procesos	sociales	y	rela-
ciones	 humanas	 que	 permiten	 producir	 las	
condiciones	de	existencia	de	la	fuerza	de	tra-
bajo	(como	la	educación,	los	cuidados,	la	ali-
mentación,	 etc.).	 Dicha	 red	 está	 mayoritaria-
mente	a	cargo,	de	manera	invisibilizada,	en	el	
ámbito	de	las	familias	y	de	forma	abrumadora	
por	las	mujeres,	tal	como	señalan	autoras	del	
feminismo	marxista.	Ver,	por	ejemplo,	Nancy	
Fraser,	 Cinzia	 Arruzza,	 Tithi	 Bhattacharya,	
Clara	 Ramas,	 	 Manifiesto	 de	 un	 feminismo	
para	el	99%,	Herder,	2019,	o	Tithi	Bhattacha-
rya	(coord.),	Social	Reproduction	Theory.	Re-
mapping	Class,	Recentering	Oppression,	Pluto	
Press,	2017.
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sobre las construcciones sociales de 
género, de clase, de raza o de edad; 
la descriminalización de las protes-
tas contra las políticas anti-inmigra-
ción y las acciones de solidaridad 
con las migrantes y otros grupos 
vulnerables; salario igual por igual 
trabajo; socialización de las tareas 
de reproducción social: inversiones 
en equipamientos colectivos (guar-
derías, comedores, lavanderías); 
mayor participación ciudadana en 
las decisiones políticas a nivel local; 
protección de las fuentes de agua 
potable y de todos los medios bá-
sicos de subsistencia; lucha contra 
el sector de las grandes finanzas, 
el endeudamiento y las políticas 
de austeridad; acceso gratuito a la 
atención sanitaria reproductiva; 
apertura de fronteras, derecho de 
circulación y de instalación; fin de 
las guerras imperialistas, impul-
sadas especialmente por la OTAN, 
que destruyen sociedades enteras.

Las medidas concretas a adop-
tar por un gobierno popular 
deben imponer elevar los impues-
tos al gran capital financiero para 
invertir en la expansión masiva del 
sector público, especialmente en 
empleos vinculados con la transi-
ción ecológica; incrementar el em-
pleo femenino a tiempo completo 
en el sector público; aplicación la 
legislación sobre igual salario para 
trabajos iguales con sanciones a 

los empresarios privados que no 
la respetan; aumentar la oferta de 
guarderías infantiles, comedores y 
lavanderías colectivos; impedir la 
feminización de empleos en la en-
señanza, la sanidad y los servicios 
sociales, tendiendo a un equilibrio 
entre trabajadoras y trabajadores; 
evitar la interrupción de la carrera 
profesionales de las mujeres tras 
un permiso de maternidad; mejorar 
y aplicar la legislación en defensa 
de los derechos cívicos y laborales 
de las poblaciones LGTBQI+; pro-
mulgación de una ley que instaure 
cuotas para promover el empleo pú-
blico, en igualdad de condiciones, 
a población de origen inmigrado; 
apoyar la legislación en favor de la 
igualdad con campañas públicas en 
favor de las comunidades y movi-
mientos que combaten el racismo y 
la opresión y discriminación ligados 
al género; reformas legislativas para 
apoyar a las víctimas de violencia 
sexista, en especial las/os menores, 
apoyadas en campañas públicas y de 
apoyo material a las mujeres y mo-
vimientos de jóvenes; incrementar 
la participación ciudadana en todo 
lo referido a la vida cotidiana, intro-
duciendo mecanismos de autoges-
tión en todos los centros de trabajo 
del sector público y mecanismos de 
autogestión comunitaria. 

El feminismo por el que luchamos 
no es el de una pequeña minoría 
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de mujeres que ocupan posiciones 
de poder en bancos y empresas en 

Luchamos por un  

feminismo de lucha  

contra las políticas que 

matan y explotan a las  

mujeres, porque nuestro 

enemigo es el capital  

presente en todas  

las dimensiones de  

nuestras vidas 

detrimento de las trabajadoras, 
de las migrantes, de los sectores 
vulnerables y de nuestros hijos. Es 
un feminismo de lucha contra las 
políticas que producen la muerte de 
miles de mujeres y la explotación 
de cientos de miles de otras, pues 
somos conscientes de que nuestro 
enemigo es el capital, presente hoy 
en todas las dimensiones de nues-
tras vidas.



39

CaPíTUlO 7

Sanidad, educación 
y vivienda 

Desde el estallido de la crisis fi-
nanciera de 2008, las medidas de 
austeridad aplicadas en el mundo 
y en Europa han socavado el gasto 
social. Han impuesto una “discipli-
na” presupuestaria estricta, impo-
niendo nuevos recortes del gasto en 
educación y sanidad que ya estaba 
disminuyendo, imponiendo un es-
cenario de guerra a los sectores de 
población que con ingresos nulos o 
bajos. Es esto lo que queremos cam-
biar. La lucha por la educación, la 
sanidad, los cuidados y el derecho 
a una vivienda decente son parte de 
la lucha por nuestra emancipación y 
por la mejora sustancial de nuestras 
condiciones de vida.

Nuestras propuestas se dirigen si-
multáneamente a los movimientos 
sociales y a las fuerzas políticas que 
pueden acceder al gobierno. Pensa-
mos que la lucha por una sanidad y 
una educación pública gratuita y ac-
cesible es la única alternativa viable.

Propuestas inmediatas para los 
movimientos sociales:

Las  prioridades deberán diri-
girse, por una parte, a fomen-
tar educación, sanidad, ser-
vicios de cuidados y vivienda 
públicos, accesibles y gratui-
tos, por otra, a socializar la 
industria farmacéutica y el 
acceso a los productos farma-
céuticos a través del sistema 

La lucha por la educación, 

la salud, los cuidados y el 

derecho a una vivienda 

decente forman parte de 

la lucha por nuestra em-

ancipación y por la mejora 

sustancial de nuestras 

condiciones de vida
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de sanidad pública, y a aumen-
tar los salarios y la dignidad 
del empleo y las condiciones 
de vida. También hay que exigir el 
cese inmediato de la liberalización, 
de la privatización y la mercantili-
zación en los sectores en los que 
debe garantizarse el acceso a toda 
la población; promover auditorías 
ciudadanas de los contratos de aso-
ciación público-privada y de las 
deudas contraídas a través de estos; 
acabar con la financiación de siste-
mas privados de educación y sani-
dad; impulsar la socialización de la 
educación, la sanidad y los sistemas 
de cuidados; fomentar un permiso 
de maternidad de 12 meses para to-
das; exigir acceso igual y gratuito a 
todos los niveles educativos, desde 
la primera infancia hasta la univer-

sidad; comedor gratuito para todo 
el alumnado; fomentar la calidad 
por encima de la cantidad: los seres 
humanos no somos cifras.

Propuestas inmediatas para 
un gobierno popular:

En lugar de incrementar las inver-
siones en equipamiento militar y de 
defensa, un gobierno popular 
deberá invertir sus recursos 
en la educación, la vivienda, 
la sanidad y los servicios de 
cuidados en beneficio de toda 
la colectividad. Además, deberá 
restaurar la dignidad y elevar los sa-
larios del personal de los servicios 
educativos, sanitarios y de cuidados; 
acabar con los planes de asociación 
público-privada; definir la vivienda 
como un valor de uso básico (antes 
que un valor de cambio); invertir en 
los sistemas públicos de  sanidad, 
educación y cuidados en lugar de 
promover el interés privado basado 
en la ideología de la libre elección; 
acabar con las inversiones en los 
sistemas privados de estos servicios 
básicos; asegurar que los menores 
excluidos del sistema educativo por 
motivos de discapacidad, pobreza u 
otras formas de discriminación sean 
integrados, dedicando los recursos 
necesarios para su desarrollo y para 
ofrecerles la necesaria atención 
educativa especializada; poner fin a 
la segregación educativa, sanitaria y 

Impulsar una campaña  

por los servicios públicos 

accesibles y gratuitos,  

la socialización de la  

industria farmacéutica  

y el acceso a los productos 

farmacéuticos por medio 

del sistema de sanidad pú-

blica, el aumento de  

los salarios y de la  

dignidad en el empleo  

y en la existencia
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de cuidados basada en la renta o la 
raza; invertir en la calidad antes que 
en sistemas de test cuantitativos di-
rigidos a fomentar la competencia; 
disminuir el número de alumnos 
por clase; reducir la presión sobre 
las instituciones públicas incre-
mentando el empleo del profesora-
do, profesionales de la medicina y la 
enfermería y trabajadoras y traba-
jadores del sector de cuidados que 
aseguren un servicio de calidad que 
responda a las necesidades sociales.

Programa a medio plazo 
de los gobiernos populares:

Un  gobierno popular debe so-
cializar completamente los 
sistemas de educación, sani-
dad y cuidados, reintegrando en 
el sector público los servicios que 
actualmente se prestan desde el 
sector privado. Deberá promover 
la creación de un parque de vivien-
das públicas administradas colec-
tivamente; expropiar los fondos 
inmobiliarios cuando sus parques 
de vivienda no cumplan su función 
social o no estén al alcance de la 
mayoría de la población. También 
deberá promover y desarrollar la 
autogestión de los servicios edu-
cativo, sanitario y de cuidados por 
parte de sus profesionales con la 
participación de usuarios, de la ciu-
dadanía y de representantes políti-
cos de la administración local; fo-

mentar la implicación directa de la 
ciudadanía a través de asambleas de 
autogestión de los servicios sanita-
rios y educativos; garantizar el ac-
ceso completamente libre y gratuito 
a la educación, a las medicinas y a 
los cuidados; asegurar la completa 
gratuidad de la enseñanza superior, 
concesión de una ayuda universal 
de estudios a toda la población es-
tudiante; impulsar la cooperación 
internacional en materia de inves-
tigación pública, especialmente en 
el ámbito de la sanidad, para en-
frentar la fragmentación, la acción 
de los monopolios, las compras no 
justificadas y los costes masivos 
impuestos por la gran industria far-
macéutica; organizar un sistema de 
redistribución de la riqueza desde 
los países más ricos hacia los más 
pobres, orientada especialmente 
hacia los sectores educativo, sani-
tario y  de cuidados; garantizar el 
respeto de igualdad de derechos 
–independientemente de la nacio-
nalidad– a la ciudadanía y al empleo 
para todas las trabajadoras y traba-
jadores empleados en el sector pú-
blico socializado.

El desarrollo, la preserva-
ción y el refuerzo de sistemas 
públicos de educación, de sani-
dad, de cuidados y de vivienda 
de acceso gratuito no son po-
sibles en el marco de la Unión 
Europea y del euro. Las posibi-
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lidades de llevar a cabo este pro-
grama son inexistentes si no com-
batimos la economía de la deuda y 
de la austeridad. Este capítulo se ha 
referido a los servicios educativos, 
sanitarios y al acceso a la vivienda 

Desarrollar, preservar  

y reforzar los sistemas 

públicos de educación y 

sanidad, de cuidados y de 

vivienda no es posible si 

no atacamos también la 

economía de la deuda y de 

la austeridad y en este  

sentido al marco de la 

Unión Europea y del euro

decente, pero también es necesario 
abordar otras cuestiones relaciona-
das con los servicios públicos, como 
el transporte público y otros rela-
cionados con las necesidades y exi-
gencias de las comunidades locales.
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CaPíTUlO 8

Políticas 
internacionales 

Debemos oponernos tanto a 
las desigualdades entre el 
centro y la periferia de la 

Unión Europea, la fortaleza europea 
responsable de la muerte de miles de 
migrantes, especialmente en el Me-
diterráneo, como al neocolonialismo 
de las principales potencias euro-
peas en el resto del mundo.

Iniciativas ciudadanas inmediatas a 
nivel nacional e internacional a ser 
impulsadas particularmente por los 
movimientos sociales:

La izquierda popular en Europa 
debe participar y desarrollar los 
movimientos sociales existentes 
que desafíen a las políticas anti-
inmigración de la Europa Forta-
leza, como aquellos que organizan 
el alojamiento de los migrantes, 
les ayudan a cruzar las fronteras, 
denuncian los centros de interna-
miento de migrantes, organizan 
manifestaciones masivas a favor de 

la apertura de las fronteras y acogen 
a las y los migrantes con dignidad. 
También debe establecer vínculos 
con grupos e individuos implicados 
en las políticas para la emancipa-
ción fuera de Europa. 

Debemos iniciar y desarrollar 
auditorías de las deudas de 
terceros países con los países eu-
ropeos con la finalidad de cancelar 
las deudas ilegítimas y odiosas re-

Participar en los  

movimientos sociales  

a favor de la apertura  

de las fronteras y de la  

acogida digna de las y  

los migrantes y en  

oposición al imperialismo 

económico y militar
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clamadas por la UE o sus miembros 
a estos países, así como cuestionar 
los acuerdos de libre comercio 
firmados con los países en desarrollo 
y otras políticas económicas que re-
fuerzan la dependencia de las na-
ciones dominadas. También debemos 
participar activamente en la campaña 
«Boicot, Desinversiones, Sanciones» 
(BDS) contra el colonialismo popu-
lista del Estado israelí. Los grupos de 
izquierda y los movimientos sociales 
en Europa deben oponerse a las guer-
ras imperialistas y contrarrevolucio-
narias, vengan de donde vengan, y 
denunciar activamente la coopera-
ción entre sus propios gobiernos ac-
tualmente en vigor y los regímenes 
implicados en violaciones de los de-
rechos humanos.

Primeras medidas hacia un gobierno 
popular a nivel nacional:

Para significar una ruptura radical en 
el enfoque de las políticas internacio-
nales,  un gobierno popular de un 
país miembro de la OTAN deberá 
abandonar esta organización 
y cesará toda cooperación con 
ella. El mando militar más estrecha-
mente vinculado al Estado y la clase 
capitalista será destituido y el ejército 
será reorganizado bajo control de-
mocrático. Si el Estado participa en 
guerras en el extranjero (como por 

ejemplo en Malí), iniciará un proceso 
de retirada que se completará lo antes 
posible y sustituirá su acción por 
apoyo humanitario bajo el control 
democrático de las poblaciones afec-
tadas. Socializará la industria arma-
mentística y establecerá una mora-
toria sobre la producción y venta de 
armas en el extranjero. Se compro-
meterá con el desarme mundial 
y desmantelará su arsenal nu-
clear en caso de tenerlo.

Un gobierno popular debe abrir 
sus  fronteras, garantizar el 
acceso seguro a su territorio 
para las y los migrantes (espe-
cialmente en lo que respecta a 
las vías marítimas) y garanti-
zar la libertad de movimiento 
y de asentamiento para todas 
y todos. Se suprimirán los centros 
de internamiento para migrantes. 
Deben garantizarse la igualdad de 
derechos, incluido el acceso gratuito 
a la atención sanitaria y la educación 
pública y el acceso a una vivienda 
digna; toda persona que se traslade 
a la jurisdicción de un gobierno po-
pular debe tener todos los derechos 
civiles, incluido el derecho al voto 
en todos los niveles de la jurisdic-
ción. Se cancelará cualquier contri-
bución financiera a los presupuestos 
europeos comunes para el control 
de las fronteras (como por ejemplo 
Frontex). Si el Estado tiene una fuer-
za militar marítima, será desarmado, 

Romper con la OTAN  

y comprometerse con  

el desarme mundial
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sometido a control democrático y 
utilizado para acciones humanita-
rias (como por ejemplo en el Mar 
Mediterráneo).

El gobierno popular estable-
cerá una moratoria sobre el 
pago de las deudas contraídas 
por otros países hasta que se 
conozcan los resultados de una 
auditoría participativa. Todas 
las deudas contraídas por naciones 
dominadas, tanto dentro como fuera 
de la UE (como por ejemplo Grecia), 
serán canceladas, así como también 
serán canceladas las reclamaciones 
ilegítimas y odiosas. Un gobierno po-
pular pondrá fin a su participación 
financiera en las instituciones finan-
cieras internacionales, como el FMI 
y el Banco Mundial, que contribuyen 
a la dominación de los países depen-
dientes.  Desobedecerá las normas 
de la OMC, se retirará de cualquier 
acuerdo de libre comercio que sea 
desfavorable para los países menos 
desarrollados y, en su lugar, propon-
drá un comercio justo a estos países. 
Tomará sanciones contra las  
empresas que operen en su país 
y que violen las leyes nacio-
nales e internacionales en el 
extranjero. Prohibirá las tran-
sacciones con paraísos fiscales e 
impondrá sanciones a los mismos. 
Transferirá gratuitamente cualquier 
tecnología útil a las naciones domi-
nadas.

Un  gobierno popular recono-
cerá el papel destructivo que 
ha jugado la colonización, in-
cluyendo la esclavitud, las guerras 
coloniales, las guerras de exterminio 
y las masacres coloniales; iniciará un 
proceso para determinar la compen-
sación financiera que se pagará a sus 
antiguas colonias, si las hubiera; y de-
volverá los bienes culturales que les 
fueron robados.

Un gobierno popular sancio-
nará a los regímenes que vio-
len el derecho internacional 
y los derechos humanos funda-
mentales, asegurándose en el caso 
de los países dependientes que las 
poblaciones de estos regímenes no 
se vean amenazadas en este proceso. 
Apoyará activamente a las naciones 
oprimidas y a los grupos étnicos 
(como por ejemplo a palestinos, kur-
dos, saharauis, rohingya) mediante 
asistencia humanitaria y diplomá-
tica. Asistirá a las poblaciones cuyas 
vidas están directamente amenaza-
das, incluso mediante la adopción de 
medidas para impedir que los regí-

Abrir las fronteras,  

garantizar rutas  

seguras para las  

personas migrantes y  
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circulación y de instalación 

para todas y todos
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menes criminales cometan asesina-
tos masivos.

Pasos a medio plazo 
de un gobierno popular en relación 
con los movimientos sociales:

Será necesario que un gobierno po-
pular salga del aislamiento a través 
de movilizaciones de masas contra 
las amenazas contrarrevoluciona-
rias desde dentro y desde fuera. Un 
gobierno de este tipo llamará a la 
movilización internacional por la 
paz, la solidaridad y la justicia social. 
Hará público el constante chantaje y 
amenazas que utilizan los gobiernos 
pro-capitalistas en las negociaciones 
y en las instituciones multilaterales. 
Para salir del aislamiento, el gobierno 
popular tendrá que establecer una 
nueva cooperación bilateral y multi-
lateral con gobiernos pro-capitalistas 
en el extranjero. Para ello, distinguirá 
claramente entre lo que esté motiva-
do por cálculos diplomáticos tácticos 
(que motivarían dicha cooperación) 
y lo que respecte a alianzas políticas 
estratégicas (que no pueden ser es-
tablecidas con gobiernos pro-capita-

listas), y someterá estas directrices a 
un estricto control democrático por 
parte de la población.

Medidas a medio plazo 
a nivel internacional:

Los gobiernos populares crearán 
una institución financiera co-
mún basada en la solidaridad, 
ofreciendo préstamos sin inte-
reses a los países dependientes, 
tanto dentro como fuera de la UE. 
Establecerán una nueva cooperación 
en los ámbitos económico, social y 
ecológico, adoptando una legisla-
ción igualitaria (por ejemplo, en los 
ámbitos de los derechos laborales, 
la seguridad social y las políticas de 
vivienda) basada en las normas más 
estrictas existentes en el grupo de 
países de que se trate. Los gobier-
nos populares adoptarán un tratado 
jurídicamente vinculante para obli-
gar a las empresas transnacionales a 
respetar el derecho internacional y 
actuarán conjuntamente a nivel in-
ternacional para promover el cambio 
social y la transición ecológica. Es-
tablecerán una correlación de fuerzas 
lo suficientemente fuerte como para 
entablar negociaciones significativas 
con las potencias opresoras para la 
solución de los problemas nacionales 
(como por ejemplo con Palestina, el 
Sáhara Occidental, Kurdistán) y las 
guerras civiles prolongadas (como 
por ejemplo en Siria).

Un gobierno popular  

deberá romper con el  

aislamiento y llamar a  
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internacionales por  
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CaPíTUlO 9

Luchas sociales, 
confrontaciones 
políticas y 
procesos 
constituyentes 

Desobedecer, enfrentar  

y romper con las  

instituciones europeas  

no democráticas y  

capitalistas para  

sustituirlas por nuevas  

formas de cooperación  

popular e instituciones  

democráticas en Europa

Las instituciones euro-
peas (de la UE y de la 
zona euro) son estruc-

turalmente neoliberales, an-
tidemocráticas y refuerzan 
la desigualdad. Constituyen un 
obstáculo para la satisfacción de 
las necesidades, reivindicaciones 
y derechos de las clases trabaja-
doras en cada uno de los Estados 
miembros, así como para la solida-
ridad y la igualdad entre los pue-
blos europeos. Contrariamente a la 
lógica de la competencia y dentro 
de la perspectiva de una transición 
ecológica, la escala europea de lu-
chas y alternativas concretas resulta 
muy importante. Queremos que Eu-
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ropa sea algo común, pero esto es 
imposible en el marco de las institu-
ciones europeas existentes. Nuestro 
escenario propone construir sobre 
las luchas sociales existentes a ni-
vel local, nacional y transnacional 
para desobedecer, confrontar 
y romper con las instituciones 
europeas no democráticas y 
capitalistas, y reemplazarlas 
por nuevas formas de coopera-
ción popular e instituciones 
democráticas en Europa.

Las principales etapas 
del escenario de «rebelión» 
para una Europa común

1. Debemos poner inme-
diatamente  en prácti-
ca nuestros objetivos 

sociales, medioambientales y 
políticos alternativos a través 
de plataformas permanentes y 
de una desobediencia coordina-
da en Europa, orientada hacia 
la cooperación entre los pue-
blos. Se trata, a nivel local, regional, 
nacional y europeo, y con respecto a 
todas o algunas cuestiones específi-
cas (por ejemplo, la deuda, las políti-
cas de migración, la transición ecoló-
gica, los acuerdos neocoloniales con 
el Sur global y con Europa Oriental, 

etc.), de que varios actores políticos 
decidan no cumplir con los tratados, 
dictados y decisiones de la UE. De-
berían declarar que lo hacen juntos 
para aplicar políticas alternativas y 
establecer una nueva cooperación 
instituida y a largo plazo (sobre todas 
las cuestiones o sobre cuestiones es-
pecíficas). Estos procesos de desobe-
diencia pueden basarse en las luchas 
existentes y en campañas concretas 
(en todos los ámbitos como el de-
recho laboral, las políticas moneta-
rias, la lucha contra el racismo, etc.) 
para demostrar la eficacia de la apli-
cación de los objetivos democráticos, 
medioambientales y sociales a escala 
europea, y la contradicción existente 
con respecto a los tratados y políti-
cas neoliberales actuales. Si un actor 
político está temporalmente aislado, 
puede, sin embargo, contribuir por 
sí solo a deslegitimar la política y 
las instituciones existentes, desobe-
deciéndolas mediante la implemen-
tación de soluciones alternativas y 
proponiendo públicamente nuevas 
formas de cooperación y autoorgani-
zación popular en todos los niveles 
posibles.

2. Las luchas existentes 
a nivel nacional de-
ben llevarse a cabo po-

niendo de relieve las interac-
ciones entre la política de las 
clases dominantes nacionales, 
por un lado, y la ideología y la 

Desobedecer de  

forma coordinada a  

los tratados, dictados  

y decisiones de la UE
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economía política dominantes 
dentro de las instituciones eu-
ropeas, por otro. Para romper con 
la hegemonía del capital, las consul-
tas y movilizaciones populares de-
berían centrarse en los objetivos y 
programas concretos que deberán 
ser propuestos en contra de las clases 
dominantes y las instituciones de la 
UE. La confrontación también im-
plica poner en marcha herramien-
tas defensivas contra las amenazas y 
ataques de la UE, así como iniciativas 
políticas ofensivas para desestabili-
zar el bloque neoliberal y provocar 
una crisis de legitimidad y funciona-
miento de las instituciones europeas. 
Estas herramientas deben ser utiliza-
das lo antes posible por un actor polí-
tico (un gobierno a nivel de estatal, 
comunidad, municipio o cualquier 
nivel institucional que lo permita) a 
través de medidas unilaterales, tales 
como la suspensión del pago de la 
deuda pública durante una auditoría; 
la implementación de un programa 
de política pública que cree puestos 
de trabajo sobre la base de una impo-
sición específica del capital; el control 
de los flujos de capital; y ciertas so-
cializaciones y/o nacionalizaciones 
relacionadas con luchas y demandas 
concretas. Si un actor político se en-
cuentra temporalmente aislado, debe 
implementar estas herramientas por 
sí mismo y, al llamar a la movilización 
popular en toda Europa (y no sólo 
en su propia área geográfica), debe 

proponer a otros actores que contri-
buyan a la deslegitimación y a la crisis 
política de las instituciones europeas.

3. Tales herramientas defen-
sivas e iniciativas políticas 
ofensivas implican nece-

sariamente una ruptura con los 
Tratados e instituciones eu-
ropeos por parte de los gobier-
nos populares a nivel nacional. 
Todas las medidas tomadas por un 
gobierno popular, como se describe 
anteriormente en el Manifiesto, re-
quieren, al menos a nivel nacional 
una ruptura con las políticas y nor-
mas europeas dominantes. Debemos 
dejar claro que lo que defendemos 
no está vinculado al «interés na-
cional», sino a objetivos políticos, 
sociales, medioambientales y de-
mocráticos, que afectan a todas las 
personas dentro y fuera de la Unión 
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actual. Debemos defender absoluta-
mente la necesidad de una moneda 
y un sistema monetario democráti-
camente controlado y, por lo tanto, 
la necesidad de socializar los bancos 
y controlar los flujos de capital. Sin 
embargo, estas medidas entran en 
conflicto con la UEM y los tratados 
de la UE. El gobierno popular puede 
decidir el abandonar la UEM y/o la 
UE (por ejemplo, activando el artí-
culo 50 si es útil), o aceptar el reto de 
ser expulsado de la UEM o de la UE.

4. Deben iniciarse pro-
cesos constituyentes 
a todos los niveles 

posibles para construir alter-
nativas para una nueva coopera-
ción política en Europa basada en 
una plataforma común contra las 
clases dominantes locales y las ins-

tituciones europeas, así como contra 
las corrientes xenófobas, y a favor 
de los derechos sociales de las y los 
trabajadores y de todas las clases su-
balternas y en favor de la protección 
del medio ambiente. El escenario 
no puede fijarse de antemano, pero 
a título de ejemplo, una alianza de 
asociaciones, ciudades, regiones o 
Estados rebeldes podría lanzar un 
«proceso constituyente rebelde» 
(relativo a prerrogativas funcionales 
globales o específicas), abierto in-
cluso a espacios políticos que no es-
tuvieran implicados desde el princi-
pio en el proceso de desobediencia. 
Estos procesos constituyentes, que 
pueden adoptar diversas formas en 
función de las situaciones y escalas 
de que se trate (desde foros y redes 
municipales hasta asambleas consti-
tuyentes a nivel nacional o europeo, 
asociadas a plataformas internacio-
nalistas), deben iniciarse con el fin de 
crear nuevas cooperaciones, promo-
ver procesos de ruptura por parte de 
los actores políticos vecinos que aún 
no se han comprometido con ella, 
desmantelar la Europa Fortaleza y, 
por último, crear instituciones alter-
nativas a nivel europeo e internacio-
nal. Si un actor político está tempo-
ralmente aislado, debe lanzar este 
«proceso constituyente rebelde» en 
solitario en el territorio en cuestión 
y sobre el tema específico en cues-
tión, y proponer a otros actores que 
se unan al proceso.

Iniciar procesos  

constituyentes a todos  

los niveles posibles en  

vista de crear nuevas  

cooperaciones, de  

favorecer procesos de  

ruptura y de desmantelar 

la Europa Fortaleza  

y finalmente de crear  

instituciones alternativas 

a nivel europeo 

e internacional
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Propuestas: 
iniciativas inmediatas

Cada una de las etapas descritas 
anteriormente requiere iniciativas 
inmediatas. Las condiciones princi-
pales conciernen el diseño colectivo 
y la apropiación popular de las her-
ramientas concretas necesarias para 
la desobediencia, la confrontación y 
la iniciativa de los procesos consti-
tuyentes, así como la unión de las 
fuerzas sociales y políticas que pue-
den implementarlas.   

En concreto, para el año 2019, pro-
ponemos a todas las fuerzas pro-
gresistas (sindicatos, organizaciones 
políticas, asociaciones, colectivos 
militantes) que compartan objetivos 
similares: el reforzar conjunta-
mente  sus críticas a las insti-
tuciones europeas capitalistas 
y antidemocráticas y precisar 
sus propuestas para romper con la 
hegemonía de estas instituciones y 
reconstruir nuevas formas de coo-
peración popular; reactualizar, 
poner en común y popularizar 
los desarrollos convergentes 
como el Manifiesto de Alter-
summit y el Manifiesto Re-
CommonsEurope; fomentar el 
desarrollo de todas las inicia-
tivas destacadas a nivel local, 
nacional y europeo en favor de 
«procesos constituyentes re-
beldes» como los desarrollados por 

algunos participantes en el movi-
miento de los «Chalecos Amarillos» 
en Francia; aprovechar la oportu-
nidad de las Elecciones europeas 
para lanzar campañas e iniciar 
debates populares sobre este 
escenario y sus implicaciones, 
informar sobre las iniciativas exis-
tentes y los espacios alternativos que 
podrían tomar parte en este escena-
rio, y reunir a las fuerzas sociales y 
políticas en torno a esta perspectiva.

Proponer a todas las  

fuerzas progresistas el 

reforzar la crítica de las 

instituciones europeas,  

de poner en común y de 

divulgar nuestras  

elaboraciones conver-

gentes,  

animando el desarrollo 

de todas las iniciativas a 

favor de “procesos  

constituyentes rebeldes”, 

de lanzar campañas e  

iniciar debates populares 

con respecto a la cuestión 

de los escenarios  

propuestos aquí 
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